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Es inevitable no hablar de la polé-
mica que ha surgido por el tema de las 
licencias médicas en la función públi-
ca. Los datos son tremendos. Primero 
contextualicemos. 

Son más de 25 mil funcionarios entre 
los años 2023 y 2024 que han hecho un 
mal uso de una licencia médica. Las han 
utilizado para: viajar por Chile, viajar al 
extranjero, para hacer campaña políti-
ca e incluso hemos conocido el caso de 
un funcionario que pudo terminar sus 
estudios fuera de Chile. También se ha 
identificado un caso de extrema grave-
dad, donde un funcionario del sector de 
la salud se auto-emitió una licencia mé-
dica. Por supuesto, que todo lo anterior, 
muestra una falta a la probidad que de-
nigra y ensucia la función pública.

En detalle los datos son más impac-
tantes. Se emitieron 35.585 licencias que 
permitieron 59.575 entradas o salida del 
país. El 69% de estas licencias surgen de 
Fonasa y sólo el 31% son de Isapres. 

¿Por qué son tan importantes estos 
porcentajes entre Fonasa y Isapre?

Sencillo, cuando una licencia es 
pagada por Fonasa, el gasto proviene di-
rectamente de fondos públicos, es decir, 
de los impuestos de todos los chilenos. 
Mientras que cuando es pagada por una 
Isapre el gasto recae sobre una entidad 
privada, que en todo caso también pue-
de tener efectos indirectos en el erario 
público, ya sea por primas o mecanis-
mos para la sostenibilidad del sistema. 
Es con esto que el abuso de licencias mé-
dicas en Fonasa es un perjuicio directo 
a las arcas fiscales.

Aquí también es bueno recordar que 
las entidades privadas (Isapres) tienen 
algunos mecanismo más rígidos para 
el control de sus afiliados, en cambio, 
Fonasa delega ese control a entidades 
públicas como la Compin que durante 
varios años ha sido duramente cuestio-
nada por la falta de supervisión efectiva 
y demoras en sus procesos. Esto último 
evidencia una asimetría en la inspección 
que lleva a las debilidades estructurales 
del sistema público.

¿Cuál es el costo de estas faltas a la 
probidad?

Se estima que sólo el año 2024, el 
Estado chileno gastó aproximadamente 
350 millones de dólares en suplencias 
de funcionarios públicos que utilizaron 
licencias médicas fraudulentas. Incluso 
con estos recursos, se podrían haber 
atendido a más de 2,5 millones de per-
sonas en listas de espera. Es más, la 
misma Contralora General de la República 
Dorothy Pérez subrayó que el costo fiscal 
asociado al mal uso de licencias médi-
cas es equivalente a la construcción de 
un hospital al mes.

La herida ética 
del Estado
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A menos de un año del término del gobierno de Gabriel Boric, es hora de eva-
luar el legado económico que dejará a Chile. Si bien hay avances en ciertas áreas, el 
balance general plantea serias dudas sobre la sostenibilidad y el rumbo del país.

El gobierno asumió con un dólar cerca de 670 pesos chilenos, pero las proyec-
ciones para 2025 lo sitúan en torno a los 900 pesos, con picos que han superado 
los mil pesos en momentos de incertidumbre electoral y global. Este aumento re-
fleja una economía expuesta a factores externos, como la desaceleración china y la 
política monetaria de la Reserva Federal, así como a la percepción de inestabilidad 
interna, exacerbada por polarización política y casos de corrupción.

La deuda pública también preocupa. En 2022, representaba cerca del 36% del PIB, 
pero las estimaciones para 2025 la ubican en torno al 42%, estabilizándose bajo el 
umbral prudente del 45%, según el Ministerio de Hacienda. Sin embargo, el Consejo 
Fiscal Autónomo (CFA) advierte que este nivel, aunque manejable, refleja un deterioro 
fiscal sostenido desde 2009, con déficits estructurales persistentes y una reducción 
de activos financieros, lo que limita el margen para enfrentar futuras crisis.

Finanzas públicas bajo presión: El CFA ha cuestionado reiteradamente las pro-
yecciones fiscales del gobierno, señalando que los ingresos, particularmente los 
esperados de reformas tributarias, podrían estar sobreestimados. En 2024, el défi-
cit fiscal alcanzó el 2.7% del PIB, superando las metas, lo que forzó recortes de gasto 
de última hora. Las proyecciones del CFA indican un estrés fiscal hasta al menos 
2028, con poco espacio para nuevos gastos, lo que pone en riesgo la sostenibilidad 
de las finanzas públicas.

Crecimiento económico estancado: El crecimiento proyectado para 2025, según 
el Banco Central, oscila entre 1.75% y 2.75%, con estimaciones privadas más cerca-
nas al 2.3%. Aunque estas cifras no son las peores desde el retorno a la democracia 
(el PIB cayó en 2009 y 2020), reflejan una economía estancada, incapaz de recupe-
rar el dinamismo prepandemia.

Empleo un desafío persistente: La creación de empleo formal con seguridad so-
cial ha sido decepcionante. Según el Instituto Nacional de Estadísticas (INE), entre 
2022 y 2024, los empleos formales crecieron modestamente, pero no hay eviden-
cia de que se alcancen 25 mil nuevos puestos con plenos beneficios sociales para 
2025. La tasa de desempleo, que cerró 2024 en 8.1%, refleja un mercado laboral con 
holguras persistentes, donde el crecimiento del empleo no ha acompañado la re-
cuperación económica.

Corrupción, un lastre para la confianza: La percepción de corrupción ha cre-
cido, alimentada por casos de alto perfil que han erosionado la confianza en las 
instituciones. Aunque Chile sigue siendo líder regional en el Índice de Percepción de 
Corrupción de Transparency International, ha perdido terreno desde 2019.

Licencias médicas, un escándalo que agrava la crisis: La Contraloría General de 
la República detectó que 25.078 funcionarios públicos salieron del país mientras es-
taban con licencia médica, acumulando más de 60 mil cruces fronterizos durante 
supuestos períodos de reposo. Este fraude, que según estimaciones, costó al Estado 
más de $380 millones en solo tres subsecretarías, evidencia una falta grave de fis-
calización y un abuso sistemático del sistema de licencias médicas, especialmente 
por motivos de salud mental.

Puntos a favor
La reforma de pensiones: en su fase final de tramitación, es un avance para me-

jorar las jubilaciones, un problema estructural en Chile. Sin embargo, el componente 
de reparto, que destina parte de las cotizaciones a un fondo común, va en contra 
de tendencias globales que priorizan sistemas individualizados, y los fondos gene-
racionales limitan la libertad de los trabajadores para gestionar sus ahorros, lo que 
podría minar la confianza en el sistema.

La reducción de la jornada laboral a 40 horas es otro logro significativo, acom-
pañado de mayor flexibilidad laboral que beneficia tanto a trabajadores como a 
empleadores.

La bolsa, un reflejo mixto: La bolsa chilena ha mostrado un desempeño positivo 
en 2025, con el IPSA subiendo gracias a las expectativas de un cambio de gobierno 
que genere mayor estabilidad política y económica. Sin embargo, comparada con bol-
sas de la región, como las de Brasil o México, la local está más enfocada en empresas 
orientadas al mercado interno, como retail y banca, y menos en sectores exportado-
res como la minería. Esto la hace menos sensible a los precios de materias primas, 
pero también limita su potencial de crecimiento en un contexto global volátil.

En definitiva, el gobierno de Gabriel Boric dejará un legado económico más nega-
tivo que positivo. A 300 días del fin de este mandato, el próximo gobierno heredará 
un país con desafíos estructurales que requerirán pragmatismo, consensos y una 
gestión eficiente para recuperar la senda del desarrollo.

El legado económico 
del Gobierno de Boric 
a 300 días de su fin
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El caso Pro Cultura ha generado una enor-
me controversia política y judicial en nuestro 
país, al revelar posibles irregularidades en el 
uso de fondos públicos millonarios por parte 
de una ONG. No se trata de un par de millones 
de pesos, sino de un presunto fraude al fisco 
de seis mil millones de pesos, mediante tratos 
directos con fundaciones vinculadas a esta 
organización en ocho regiones del país.

 Este escándalo resalta un desafío persis-
tente en la lucha contra la corrupción. A pesar 
de los avances en vigilancia y fiscalización, 
el problema parece indestructible.¿Cuántos 
otros fondos públicos estarán circulando sin 
control, sin que nadie se dé cuenta ni haga 
un seguimiento adecuado? 

 La tecnología ha demostrado ser un recurso 
invaluable en la detección de irregularidades 
y fraudes. Hoy en día, contamos con herra-
mientas de análisis de datos y sistemas de 
inteligencia artificial (IA) que pueden detec-
tar patrones sospechosos con una precisión 
sin precedentes. Sin embargo, la clave para 
aprovechar estos avances radica en cómo 
los utilizamos y en el contexto en el que se 
aplican.

 El Caso Pro Cultura revela una brecha fun-
damental en la integración efectiva de estas 
herramientas en nuestro país. No es suficien-
te con tener acceso a algoritmos sofisticados 
o sistemas de monitoreo predictivo, para erra-
dicar la corrupción, la tecnología debe estar 
respaldada por un compromiso genuino con 
la transparencia y la integridad.

 Uno de los principales problemas que en-
frentamos es la resistencia al cambio dentro 
de las organizaciones. A menudo, las tecno-
logías avanzadas se implementan sin una 
estrategia clara para fomentar una cultura de 
cumplimiento. La verdadera transformación 
ocurre cuando las herramientas tecnológicas 
se combinan con políticas y prácticas que pro-
muevan un entorno ético y responsable.

 En este sentido, el papel de la educación 
y la formación interna es crucial. Las orga-
nizaciones deben ir más allá de la simple 
implementación de tecnologías y enfocarse en 
cultivar una cultura en la que cada miembro 
comprenda la importancia de la integridad y 
el compliance.

 La lección del Caso Pro Cultura es cla-
ra: para ser verdaderamente efectivos en la 
prevención de la corrupción, debemos com-
binar los avances tecnológicos con un cambio 
cultural profundo. La tecnología es un alia-
do poderoso y su impacto real se manifiesta 
cuando se integra en un marco de ética y 
responsabilidad. Las organizaciones deben 
adoptar esta visión y considerar el complian-
ce no solo como una obligación, sino como 
una ventaja estratégica para protegerse su re-
putación y anticipar las crisis.

Caso Pro Cultura: 
Cuando el 
compliance brilla 
por su ausencia

Luis Vásquez Tudela,  
CRO de Snap Compliance

* Las opiniones escritas en estas columnas son de exclusiva responsabilidad de los autores que emiten y no representan necesariamente el pensamiento editorial de Pingüino Multimedia.
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